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Radicación número: 44001233100019990077501 (26484) 
Actor: ALVARO DE JESUS CORDOBA
Demandado: MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO Y OTROS
Asunto: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (Sentencia)

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 30 de octubre de 2003 proferida por la Sala de Decisión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de la Guajira.
Mediante la que se dispuso: 

“1) Declarar que existe ineptitud sustancial de la demanda por escogencia indebida de la acción.

2) Declarar la caducidad de la acción respecto de la acción de reparación directa incoada.

3) Inhibirse para proferir decisión de fondo.

4) Absolver a los llamados en garantía.

5) Condenar en costas a la parte demandante. Se tasarán oportunamente por secretaría.”

ANTECEDENTES

1.1 La demanda.

Fue presentada el 27 de octubre de 1999 por Alvaro de Jesús Córdoba, mediante apoderado y en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C.C.A., con el objeto de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:   

“1.- Declárese administrativamente responsables y solidariamente a la NACION MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES “DIAN” Y MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL, Por (sic) la omisión e irresponsabilidad por parte de la “DIAN” de Maicao el haber otorgado legalmente un permiso de Importación Temporal al vehículo de placas 003-XFC de propiedad de mi poderdante y luego manifestar que en los archivo (sic) no aparecía registrado por cuanto se lo habían hurtado y la Policía nacional el haber inmovilizado el automotor teniendo legalmente el permiso causándole con esa conducta un daño antijurídico por la falla en el servicio.
2.- Como consecuencia de la anterior declaración condénese a la NACION MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES “DIAN” y solidariamente (sic) EL MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL a pagar a mi mandante los perjuicios materiales, actuales y futuros, (sic) perjuicios morales.
3.- La suma liquida  a la que se condene a la NACION MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES “DIAN” y solidariamente al MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL, se ajustará tomando como base el índice del precio al consumidor al por mayor tal como lo autoriza el Art.178 del C.C.A.

(…)”

1.2 Fundamento Fáctico.
Como fundamento de las pretensiones, el actor expuso los hechos que la Sala sintetiza así:
El señor Alvaro de Jesús Córdoba compró el día 20 de julio de 1997 un vehículo automotor de placas 003-XFC de Venezuela, luego de realizar la transacción comercial, el accionante celebró un contrato de arrendamiento en Maracaibo, Venezuela por el término de 24 meses. Debido a que el automotor tenía que transportarse a Colombia, el señor Alvaro de Jesús Córdoba le solicitó a la DIAN, seccional de Maicao-Guajira un permiso de importación temporal que fue concedido el 8 de octubre de 1997 por un término de 15 días.
Sin embargo, el 8 de octubre de 1997 encontrándose el vehículo en Valledupar fue retenido e inmovilizado por la Policía, que posteriormente el 12 de octubre de la misma anualidad lo puso a disposición de la DIAN para que resolviera la situación jurídica del automotor. La DIAN inició la respectiva investigación y solicitó a la Administración de Impuestos y Aduanas de Maicao-Guajira la confirmación del permiso.
La Administración de Impuestos y Aduanas de la Guajira, seccional Maicao a través del oficio No.39-0067 informó que: “revisado el archivo de esa delegada no se encuentra documentos soportes del vehículo que usted solicita”. Como consecuencia de lo anterior, la DIAN el 24 de septiembre de 1998 dictó la resolución No.00087 ordenando el decomiso a favor de la Nación, del mencionado automotor.

El 23 de diciembre de 1998 se solicitó la revocatoria directa del acto administrativo de decomiso y se pide la ratificación del permiso de importación, finalmente, debido a la diligencia practicada ante la División de Control Tributario y Aduanero de la Administración de Riohacha se confirmó que dicho permiso si había sido otorgado al accionante.

Al señor Alvaro de Jesús Córdoba se le ocasionaron perjuicios por la conducta negligente de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales “DIAN” y la Policía Nacional debe ser solidariamente responsable por los daños causados, toda vez que ellos podían de forma más expedita solucionar la controversia (V.gr. Una llamada telefónica para constatar los documentos).
2. Actuación procesal en primera instancia.

El Tribunal Administrativo de la Guajira mediante providencia de 12 de noviembre de 1999 admitió la demanda (fls.26-27, c1), la cual fue notificada a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional el 6 de diciembre de 1999 (fl.28, c1), a la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales, el 10 de diciembre de 1999 (fl.29, C1).
El Ministerio Público, el 22 de noviembre de 1999 solicitó que se llamará en garantía dentro del proceso de la referencia a Edith Solórzano Dangond, en su condición de Jefe de la División de Liquidación y a Yasmin Romero Atencio, en calidad de funcionaria de esa dependencia, por las conductas omisivas que indicó el accionante en su libelo y que a juicio de la Procuraduría constituyen prueba sumaria del incumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales en ejercicio de funciones públicas (Fls.31-34, c1). Dicho llamamiento fue concedido por el Tribunal Administrativo de la Guajira por auto del 18 de mayo de 2000 (Fls.64-65, c1)

En escrito del 12 de enero de 2000, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional contestó la demanda dentro del término estipulado, argumentando que no existió abuso o extralimitación de funciones por parte de la entidad en razón a que la responsabilidad para definir la situación legal de un vehículo es competencia de la DIAN. Concluye diciendo que en este caso no aparecen indicios o pruebas que señalen que existió una falla en el actuar policial. (fls.36-38, c1)
A su turno, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el 14 de febrero de 2000 (Fls.42-47, C1), contestó la demanda explicando que la revocatoria directa del acto administrativo que ordeno el decomiso del vehículo automotor se obtuvo luego de allegarse la declaración juramentada del señor Jose Eliseo Vanegas Mengual (Ex-Administrador Delegado en Maicao), en la que admitió y reconoció “haberlo otorgado y haberse equivocado en el término “Importación Temporal” el cual utilizó en lugar de “Internación Temporal”. Adicionalmente, hizo la siguiente aclaración:

“La importación temporal es una actuación que solo puede surtirse en los formularios establecidos por la DIAN, en este caso el identificado con el N° 77006, que evidentemente no utilizó el demandante, entonces, con meridiana claridad podemos determinar que el vehículo ingresó ilegalmente al país, sin la observancia de las normas aduaneras lo que constituye (…) una infracción administrativa de contrabando y que cuando llegó hasta las instalaciones de la DIAN en Maicao ya estaba en esa situación. 
Además, propuso como excepciones la caducidad de la acción, toda vez que el supuesto perjuicio se derivó del permiso de importación concedido el 8 de octubre de 1997 y la posterior respuesta de no encontrar documentos que soportaran el mismo, presentando la demanda el 27 de octubre de 1999, fecha donde ya se encontraba vencido el plazo de dos años para las acciones de reparación directa. 
Así mismo, el demandado alegó la excepción que denominó “acción equivocada e improcedente”, sin embargo, su argumentación va encaminada a evidenciar una serie de actuaciones no muy claras del demandante, como por ejemplo, que el accionante no hizo llegar por ningún medio los documentos que soportaran el permiso y no fue muy diligente en la obtención de la devolución del vehículo. Por último, el apoderado del demandado consideró que el nexo de causalidad no se encontraba probado. 
De igual forma, el 14 de septiembre de 2001 el apoderado de las llamadas en garantía, presentó su escrito de contestación, arguyendo que no se puede presumir una conducta negligente u omisiva por parte de sus representadas, ya que el decomiso “se efectuó dentro del término legal y más exactamente el último día del vencimiento del término para decidir la situación Jurídica del vehículo (24 de septiembre de 1998), por que a esa fecha no se tenía certeza que el Administrador de Maicao señor ELISEO VANEGAS MENGUAL, había firmado el documento (sic) permiso que se presumía falso, toda vez que no se había otorgado con fundamento a las normas señaladas para esta clase de autorización, sino bajo la modalidad de una importación temporal, y la misma Administración había certificado que el documento no se encontraba en sus archivos.” (Fls.96-99, C1)
Agotada la etapa probatoria, a la que se dio inicio mediante auto del 19 de diciembre de 2001 (fl.122, c1), el Tribunal se abstuvo de fijar fecha para la audiencia de conciliación ya que las partes no manifestaron su ánimo conciliatorio (fl.260, c1).
Por auto del 23 de enero de 2003 (fl.261, c1) se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. Las partes, las llamadas en garantía y el Ministerio Público guardaron silencio.

3. Sentencia de primera instancia.

1 La Sección Tercera del Tribunal Administrativo de la Guajira, en sentencia del 30 de octubre de 2003 (fls.262-266, Ppal.) se inhibió de proferir decisión de fondo, con fundamento, entre otros, en los siguientes argumentos: 

“En el subexamine (sic) es claro, que el perjudicado con el decomiso del automotor, debió hacer uso de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho prevista en el artículo 85 del código contencioso administrativo, para pedir la anulación de la resolución aduanero 00087 de septiembre 24 de 1.998, proferida por la DIAN – VALLEDUPAR, mediante la cual se ordenó decomisar a favor de LA NACIÓN, el vehículo de placas venezolanas 003-XFC, acto administrativo causante del perjuicio y no acudir a malabares jurídicos para impetrar una acción de reparación directa donde no cabe.

Es más, aún salvando el obstáculo de la inepta demanda por indebida escogencia de la acción, la sentencia tampoco puede ser de fondo por cuanto aquélla se impetró fuera de término. 

(…) la realidad nos dice que el hecho generador del perjuicio fue el decomiso del automotor de placas venezolanas 003-XFC, ocurrido el nueve (9) de octubre de mil novecientos noventa y siete (1997), lo que significa que el plazo para demandar vencía el once (11) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999). Como el escrito introductorio fue presentado en la Oficina Judicial de Riohacha el veintisiete (27) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999), se concluye que se hizo extemporáneamente.”

4. El recurso de apelación.

Mediante escrito del 13 de noviembre de 2003, el apoderado del demandante interpuso y sustento recurso de apelación (Fls.268-270, Ppal.) contra la sentencia del 30 de octubre de 2003, proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de la Guajira. 
Como sustentación del recurso de apelación el apoderado del demandante, expuso: 

“Su Despacho acoge la tesis de que se debió iniciar una ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de la RESOLUCION DE DECOMISO de fecha 24 de Septiembre de 1998, donde aclaro en este momento procesal que esta acción se hubiere podido impetrar si hubiere quedado en firme en la vía gubernativa la RESOLUCION DE DECOMISO.
Pero como quiera que en esta RESOLUCION DE DECOMISO, se impetró el recurso extraordinario de REVOCATORIA DIRECTA y la DIAN mediante RESOLUCION No.001 de Agosto 11/99, ordenó su entrega como se observa a folio 17 de esta demanda y a folio 149 del mismo proceso, es decir, que la ACCION DE REPARACION DIRECTA para impetrarla a nuestro juicio comienza a partir del 11 de Agosto de 1999 y esta demanda fue presentada el 27 de Octubre de 1999.”
En auto del 27 de noviembre de 2003 (fl.275, Ppal.), el Tribunal Administrativo de la Guajira concedió en el efecto suspensivo el recurso de apelación presentado oportunamente por la parte demandante. 
5. Actuación en segunda instancia.
Recibido el expediente en esta Corporación, en auto del 27 de octubre de 2004 (fl.279, Ppal.) se admitió el recurso de apelación; acto seguido, en proveído del 26 de marzo de 2004 (fl.281, Ppal.) se dispuso correr traslado a las partes por el término de 10 días para presentar alegatos de conclusión. El demandado Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales presentó alegatos reiterando los argumentos expuestos en otras instancias pero resaltando que el fenómeno de la caducidad se encuentra claramente probado y que la revocatoria directa de un acto no revive los términos para el ejercicio de las acciones contencioso administrativas, además, considera que la acción que debió iniciarse era la de nulidad y restablecimiento, porque solo en la medida que se hubiese cuestionado el acto administrativo en virtud del cual se dispuso la aprehensión y el subsiguiente decomiso, sería procedente determinar si había lugar o no a reconocer indemnización de perjuicios. (Fls.282-285, Ppal.) 
En esta instancia, el accionante, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, las llamadas en garantía y el Ministerio Público guardaron silencio.
En ejercicio de la facultad oficiosa que otorga el artículo 43 de la ley 640 de 2001, mediante auto del 19 de julio de 2012 (fl.301, Ppal.) el despacho fijó el día 19 de julio de 2012 para realizar una audiencia de conciliación judicial, sin embargo, previa a la realización de la audiencia, la Dirección de Impuestos y Aduanas presento memorial manifestando que no le asistía ánimo conciliatorio (fl.328, Ppal.). El Ministerio Público considero que era viable la conciliación y en su concepto No.177 (Fls.309-326, Ppal.) consideró que “le asiste razón a la parte recurrente cuando afirma que en el caso concreto la vía idónea para reclamar los perjuicios irrogados es la acción de reparación directa, pues el daño reclamado surgió de un acto administrativo que a la postre fue revocado por la misma entidad demandada, decisión que afectó los intereses del hoy demandante.” 
En lo que respecta a la caducidad de la acción, el Ministerio Público expuso lo siguiente:

“Se tomará como referente para contabilizar el término de caducidad el 11 de agosto de 1999, fecha en la cual se notificó de manera personal al hoy demandante la Resolución No 001 de agosto de 1999, pues sólo a partir de ese momento tuvo la certeza de la omisión y falta de cuidado de la entidad demandada, pues con la revocatoria del decomiso del vehículo se pudo establecer de manera clara y concreta que dicho automotor si contaba con los soportes necesarios, en especial con el debido permiso autorizado por el Administrador Delegado de Maicao.
En consecuencia, el plazo de los dos años con que contaba la parte actora para acudir a la Jurisdicción Contenciosa vencía el 12 de agosto de 2001 y como la demanda se instauró el 27 de octubre de 1999, para esa fecha aún no había operado la caducidad de la acción.”
Así mismo, en lo que concierne a la falla del servicio que se le imputa a las entidades demandadas, el Ministerio Público consideró que:
“(…) los elementos de juicio que obran en el proceso son suficientes para inferir que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN incurrió en una falla del servicio, pues el desorden administrativo imperante en las dependencias de Maicao conllevó a que se obrara (sic) manera ligera y descuidada, al expedir una certificación sin verificar que el permiso de importación temporal del vehículo de propiedad del actor si había sido expedido por funcionario competente (
Administrador Delegado de la DIAN de Maicao), cuya copia por razones que no se conocen no reposaba en los archivos de la entidad, permiso que además fue autorizado conforme a las normas aduaneras. 
(…)

No acontece igual con la Policía Nacional. Contrario a lo afirmado por la parte demandante, la aprehensión del automotor se ajustó a los procedimientos administrativos para los cuales se encontraba facultado el Departamento (sic) Policía del Cesar, pues en ejercicio de sus funciones los agentes de la Unidad Seccional de Policía Judicial de Valledupar, al observar algunas inconsistencias con respecto a la documentación del vehículo de origen venezolano conducido por el señor Alvaro de Jesús Córdoba, procedieron a inmovilizarlo y lo pusieron a disposición de la Administración Local de Impuestos y Aduanas Nacionales de Valledupar, a fin de que se iniciara la investigación y verificación correspondiente.” 
De la misma forma, en relación con la indemnización de perjuicios considera que los daños morales no deben ser reconocidos, debido a que la parte actora no demostró el sufrimiento que le produjo el decomiso del automotor. Sin embargo, a juicio del Ministerio Público solo se deberá reconocer la suma de $8.000.000, alegado como perjuicio material en su calidad de daño emergente, dado que obra constancia original de pago de honorarios suscrita por el Dr. Orlando López Núñez.
Por último, en concepto del Ministerio Público “la conducta desplegada por las llamadas en garantía no permite inferir un comportamiento gravemente culposo o doloso, pues obraron en cumplimiento de los deberes y funciones que le correspondía, las que además actuaron bajo el convencimiento invencible de que lo certificado por la seccional de Maicao correspondía a la verdad.”

La etapa de conciliación fracasó debido a que la parte demandada, Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, manifestó que no le asistía ánimo conciliatorio.
CONSIDERACIONES

1 Competencia

En atención a lo previsto en los artículos 120 del Código Contencioso Administrativo y 1 del Acuerdo 55 de 2003, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para resolver el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia de 30 de octubre de 2003, proferida en el presente asunto por el Tribunal Contencioso Administrativo de la Guajira.

Adicionalmente, como quiera que la sentencia de primera instancia y el recurso de apelación tuvieron lugar en el año 2003, la norma aplicable, a efectos de determinar la segunda instancia, es el Decreto 597 de 1988, el cual señalaba que para el año 1999, fecha de presentación de la demanda, la cuantía mínima para que un proceso en acción de reparación directa fuere susceptible del recurso de apelación era de $18.850.000.oo. Esta cuantía se determina por el valor de las pretensiones sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad al libelo introductorio. En el caso concreto la pretensión mayor fue por concepto de lucro cesante, equivalente a la suma de $300.000.000.oo, cuantía ésta que supera la exigida para el recurso de apelación. 

El análisis de la impugnación se circunscribirá a los argumentos expuestos y desarrollados por el apoderado de los demandantes en el recurso de apelación único, conforme a lo previsto por el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil
; específicamente se concretará en verificar sí efectivamente existió una equivocada escogencia de la acción; y de no ser así, se procederá a examinar sí la acción de reparación directa se interpuso una vez vencido el término de caducidad. 

A efectos de resolver lo pertinente la Sala se ocupará en primer lugar del objeto del recurso de apelación; a continuación se identificarán los problemas jurídicos que se derivan de dicho recurso; luego resolverá los problemas jurídicos planteados. Después de determinar que la acción no fue indebidamente escogida y  que la misma fue oportunamente presentada, la Sala se ocupa de constatar que no se acreditaron los hechos que otorgaban la legitimación en la causa a la parte demandante, razón por la cual se negarán las pretensiones deprecadas en el libelo. 
2. Objeto del Recurso

El recurso interpuesto y sustentado se concreta en endilgar dos cargos a la setencia del Tribunal Contencioso de la Guajira a saber:
· Que no existe equivocada escogencia de la acción, toda vez que el acto administrativo que decretó el decomiso del vehículo, no adquirió ejecutoria, dentro de la vía Gubernativa.
· Que la acción de reparación directa no se encuentra caducada, puesto que el término de caducidad debe contarse a partir del momento en que se revocó la resolución que ordenó el decomiso.

3. Identificación de los problemas jurídicos derivados del Recurso

De los argumentos que sustentan el recurso de apelación se derivan dos problemas jurídicos:
¿Existe equivocada escogencia de la acción cuando un particular demanda en acción de reparación directa los daños derivados del decomiso de un vehículo automotor de su propiedad; si el hecho dañoso se hace consistir en el indebido archivo de los documentos por parte de la entidad demandada, a  causa de lo cual, tal entidad sólo pudo constatar la autenticidad del permiso concedido, cuando se obtuvo la declaración del exfuncionario que lo había otorgado?
¿Existe caducidad de la acción de reparación directa, cuando se demandan los daños derivados del decomiso de un vehículo automotor, cuando la demanda se presenta pasados dos años de la fecha en que fue retenido el bien?

4. Resolución de los problemas jurídicos

Procede ahora la Sala a resolver los problemas jurídicos en el mismo orden en que han sido planteados en el acápite anterior:

4.1 ¿Existe equivocada escogencia de la acción cuando un particular demanda en acción de reparación directa los daños derivados del decomiso de un vehículo automotor de su propiedad; si el hecho dañoso se hace consistir en el indebido archivo de los documentos por parte de la entidad demandada, a  causa de lo cual, tal entidad sólo pudo constatar la autenticidad del permiso concedido, cuando se obtuvo la declaración del exfuncionario que lo había otorgado?

Para resolver este problema juridico la Sala estima oportuno precisar que no siempre que exista un acto administrativo es indefectible que la forma para pedir la indemnización de perjuicios sea la de nulidad y restablecimiento; el juez debe analizar el petitum y la causa petendi de la demanda, son estos elementos los que le permitirán determinar, si el daño se deriva de la ilegalidad del acto administrativo, en cuyo caso, la acción sí será la de nulidad y restablecimiento. Empero si el texto de la demanda denota que el actor hace derivar el daño de otra circunstancia y que la mención que se hace en el libelo del acto administrativo es apenas circunstancial y no se le endilga al mismo la condición de  hecho dañoso, o cuando aún endilgandonle el hecho dañoso al acto no se discute su legalidad;  en estos eventos la acción idónea será la de reparación directa. De otra parte, existen casos en que la demanda denota que el hecho dañoso se atribuye a una operación administrativa o a un hecho o una omisión.

Bajo la premisa anterior, la Sala entra a considerar la literalidad de la demanda, y en este análisis encuentra, que el hecho dañoso invocado por el actor es el de la omisión en tener un archivo debidamente custodiado, circunstancia que impidió que la DIAN, oportunamente verificara la autenticidad del permiso que aportó el demandante en busca que se le devolviera el vehículo que había sido retenido.

Así se colige de la primera pretensión  en la cual después de pedir la declaratoria de responsabilidad administrativa de las entidades demandadas se establece la causa petendi así:

…Por la omisión e irresponsabilidad por parte de la “DIAN” de Maicao el haber otorgado legalmente un permiso de Importación Temporal al vehículo de placas 003-XFC de propiedad de mi poderdante y luego manifestar que en los archivo (sic) no aparecía registrado por cuanto se lo habían hurtado y la Policía nacional el haber inmovilizado el automotor teniendo legalmente el permiso causándole con esa conducta un daño antijurídico por la falla en el servicio (fl.2 c.1).
De otra parte,  en el hecho 8 de la demanda, después de haber relatado que se había ordenado el decomiso del bien, a causa de que no se había encontrado el permiso que se le había otorgado, afirma:

“Mi poderdante no contento con esta determinación prosiguió en la litis habida cuenta que el sabía que el mencionado automotor se le habida(sic) dado legalmente un premiso de importación temporal, que por lo tanto esa medida no era la adecuada por lo que le insistió al abogado de la època proseguir en la defensa técnica en aras a la consecuión de la entrega de su vehículo, por cuanto el(sic) no podía soportar mayores perjuicios por culpa e irresponsabilidad de la DIAN Seccional de Maicao Guajira el(sic) no mantener la verdadera vigilancia y control de sus archivo, por cuanto si bien es cierto el permiso fue legamente otorgado, por parte del exdirector dr. José Eliseo Vanegas Megual, no haya una verdadera responsabilidad cuando se le comunicó si aparecía allí en los archvios, donde obtuvo respuesta que NO” (fl. 3 c.1).
En este orden de ideas, aparece de forma clara que, no estando acusada la legalidad del acto administrativo, más aún, no estándo el acto administrativo señalado como el hecho dañoso; no le asiste razón al quo, al no haber fallado de fondo el presente asunto, toda vez que dada la causa petendi y el petitum, la acción idónea sí era la acción de reparación directa. 

 La Sala precisa, sin embargo, que no es de recibo el argumento del recurrente de acuerdo con el cual, la acción de nulidad y restablecimiento hubiese sido la acción idónea, si el acto administrativo hubiese cobrado ejecutoria dentro de la vía gubernativa; toda vez que la acción no depende de la forma como el acto administrativo haya cobrado ejecutoria, sino de lo que se alegue como hecho dañoso. Si es la ilegalidad del acto administrativo, naturalmente será la acción de nulidad y restablecimiento; en cambio, si el hecho dañoso es el acto administrativo que se considera legal, o una omisión, o una operación administrativa, la  acción eficaz será la de reparación directa.

Determinado que no existió indebida escogencia de la acción, previamente a entrar estudiar el fondo del asunto la Sala procede  a  analizar, el segundo problema jurídico. 

4.2 ¿Existe caducidad de la acción de reparación directa, cuando se demandan los daños derivados del decomiso de un vehículo automotor, cuando la demanda se presenta pasados dos años de la fecha en que fue retenido el bien?

Como se expuso en precedencia, el Tribunal Contencioso Administrativo de la Guajirá manifestó que si, aun en gracia de discusión se admitiera la procedibilidad de la acción de reparación directa, la misma habría sido ejercida por fuera del término de caducidad. Fundamentó su manifestación en que, según la equivocada interpretación que hizo de la demanda, el daño se había producido con la retención del vehículo, ocurrida el 8 de octubre de 1997 y era a partir de este momento en que se debía contar el término de caducidad.

Por su parte el recurrente manifiesta que tal término debe ser contado desde de la fecha en que se profirió la resolución revocando el decomiso, esto es el 11 de agosto de 1998, pues según su dicho fue en el momento en que se da la revocatoria que se realiza el daño. 

Al respecto la Sala establece que ninguna de las dos posiciones es acertada. Ni el Tribunal ni el recurrente establecen el momento oportuno en que debe empezar a contarse el término de prescripción. El Tribunal, por cuanto se debe tener presente que el hecho dañoso no es el decomiso, sino la omisión de un archivo. Tampoco le asiste razón al recurrente puesto que si él mismo aduce como hecho dañoso la omisión por parte de la DIAN de configurar un sistema  de vigilancia eficaz de sus archivos; es claro que  de esta circunstancia él tuvo conocimiento desde el momento en que se ordenó el decomiso,  resolución que justamente se expidió porque la entidad no pudo verificar la autenticidad del permiso que el señor CÓRDOBA había aportado. Así las cosas, el término de caducidad en el caso sub judice, debe contarse desde la fecha 24 de septiembre de 1998, fecha en que la entidad demandada ordenó el decomiso, lo que puso en evidencia del actor, la ausencia de un archivo en una de las entidades demandadas, que es el hecho dañoso que le enrostra a la parte pasiva. 

En este orden de ideas, el término para presentar la demanda de reparación directa vencía el 23 de septiembre del año 2000; atendiendo a que el libelo fue presentado el 27 de octubre de 1999, es evidente que la acción se ejerció de manera oportuna. 
5. Análisis del fondo del asunto 
Definido que no hubo indebida escogencia de la acción, y que la acción de reparación directa fue interpuesta en tiempo, entra la Sala a pronunciarse sobre el fondo del asunto, y en este propósito en primer lugar verificará si se encuentra acredita la legitimación en la causa del actor. Solamente sí este aspecto resulta constatado, la Sala entrará a ocuparse de examinar si en el caso concreto se cumplen los elementos que configuran la responsabilidad del Estado, esto es, si existe un daño antijurídico y si el mismo es imputable a la Entidad demandada.

En la verificación de los presupuestos procesales materiales o de fondo, dentro de los cuales se encuentra la legitimación en la causa, compete a la Sala, antes de considerar las pretensiones planteadas en el libelo introductorio, analizar la legitimidad para obrar dentro del proceso de la parte actora o de quien acude como demandado y su interés jurídico en la pretensión procesal, pues la legitimación en la causa constituye una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o a las demandadas
. 

En primer lugar, en relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a la legitimación en la causa, como la “calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso”,
 de forma tal que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas
. 

Dentro del concepto de legitimación en la causa, se vislumbra la legitimación de hecho, originada en la simple alegación de esa calidad en la demanda, como lo prevé el artículo 86 del C. C. A., al señalar “la persona interesada podrá”, siendo entonces ese interés mínimo, suficiente para accionar y para proponerlo en la instancia procesal de inicio del juicio
. La legitimación material se concreta en el evento en que se pruebe realmente la calidad de damnificado para así obtener una sentencia favorable a las pretensiones de la demanda.
 

Un concepto más reciente ha establecido que: 

“(…) se refiere a la relación procesal que se establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión procesal, es decir, se trata de una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la demanda y de la notificación del libelo inicial al demandado, de manera que quien cita a otro y le endilga la conducta, actuación u omisión que dan lugar a que se incoe la acción, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien se cita y se le atribuye la referida acción u omisión, resulta legitimado de hecho y por pasiva, después de la notificación del auto admisorio de la demanda (…) la legitimación material en la causa, supone la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño (…)”
.
En el caso sub judice, la parte actora invocó en el libelo, su condición de propietario del vehículo marca Ford, modelo 1992, Color Blanco,  de placas Venezolana  0033 XFC . Esto se deriva del hecho primero de la demanda en que se consignó.

“Mi poderdante señor ALVARO DE JESUS CORDOBA, en una transacción comercial compró el día 20 de julio de 1997, un vehículo automotor ….. por la suma de 8.000.000 MILLONES DE BOLIVARES, por cuanto era su interés como lo hizo ponerlo a trabajar EN CALIDAD DE ARRIENDO en el Estado de Maracaibo”.

A efectos de verificar si la legitimación de hecho se acreditó dentro del expediente, de forma tal que se convirtiera en legitimación material, se reseña a continuación el material probatorio obrante dentro del proceso.

6. Pruebas. 
Obran como medios probatorios en el expediente los siguientes documentos:
-Resolución aduanera No.0087 de septiembre 24 de 1998 donde se resolvió “DECOMISAR A FAVOR DE LA NACION” el vehículo automotor de placas 003-XFC de Venezuela. (Fls.9-13, c1).
-Permiso de Importación temporal de fecha 8 de octubre de 1997 en favor del señor Alvaro Jesús Córdoba, por el término de 15 días. (Fl.14, c1).
-Resolución No.001 de fecha 11 de agosto de 1999 donde se revoca la resolución de decomiso No.0087 del 24 de septiembre y se ordena la entrega del vehículo. (fls.17-23, c1).
-Interrogatorio de parte al señor Jose Eliseo Vanegas Mengual realizado por la Unidad Administrativa Especial, Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, Administración Local Riohacha, División de Control Tributario y Aduanero el 7 de diciembre de 1998. (Fls.55-57, c1).
-Oficio No.39-0067 de febrero 18 de 1998, donde el Administrador de Aduanas Nacionales, Delegado Maicao informa que revisado el archivo no se encuentran los documentos que soportan el vehículo. (Fl.58, c1).
-Solicitud de revocatoria directa de la Resolución No.0087 de 24 de septiembre de 1998. (Fls.174-176, c1).
Examinados los medios probatorios obrantes en el expediente, encuentra la Sala que ninguno de ellos da cuenta de que el demandante sea el propietario del vehículo que fue retenido. Para verificar esta cuestión la Sala reseña ahora la forma cómo el ordenamiento jurídico colombiano dispone que debe ser probada la propieda de los vehículos automotores
7. Prueba de la propiedad de vehículos automotores
En efecto, a propósito de la prueba de la propiedad de vehículos automotores debe tenerse presente que el Código Nacional de Tránsito Terrestre (Decreto 1344 de 1970) en su artículo 88 (modificado por el Decreto 1809 de 1990), norma vigente para la época de los hechos, establecía 

“El registro terrestre automotor es el conjunto de datos necesarios para determinar la propiedad, características y situación jurídica de los vehículos automotores terrestres. En él se inscribirá todo acto o contrato, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre vehículos automotores terrestres para que surta efectos ante las autoridades y ante terceros.

El Instituto Nacional de Transporte y Tránsito será el encargado de expedir las normas para que los diferentes organismos de tránsito y/o transporte lleven el registro terrestre automotor.(…)”(negrilla y subrayado fuera de texto).
A su turno, la Corte Suprema de Justicia
, en relación con este aspecto dispuso:

“En relación con la enajenación comercial de automotores, mientras no se demuestre que el respectivo título de adquisición fue inscrito ante el competente funcionario de las oficinas de tránsito, la simple entrega del objeto enajenado no equivale a tradición del mismo. Por expreso mandato de la ley se exige, a más de la entrega, la inscripción del título, pues de otro modo la tradición no se opera totalmente. Demostrando únicamente la celebración del contrato de compraventa, no queda demostrado el dominio, ya que en el derecho colombiano los contratos, por sí solos, no mutan el derecho real de propiedad de una cabeza a otra, porque ellos solamente son fuente de obligaciones. Y como a partir de la vigencia del Código de Comercio actual, ya la sola entrega material no es manera de hacer la tradición del dominio de los automotores, para lograrla o cumplirla se requiere ahora también la inscripción del título o documento en que consta el contrato de enajenación”.(Negrilla y Subrayado fuera de texto)
El Consejo de Estado a su vez
, en materia de pruebas para acreditar la propiedad sobre  un vehículo, ha precisado: 

“El artículo 922 del Código establece que para acreditar la propiedad sobre vehículos se requiere demostrar que el respectivo título de adquisición fue inscrito en las oficinas de tránsito (art. 88 decreto ley 1344 de 1970, tal como fue modificado por el decreto ley 1809 de 1990) , para lo cual se requiere aportar copia del registro”.

Más recientemente esta misma posición fue ratificada por la Sección Tercera del Consejo de Estado, en la sentencia del 23 de abril de 2009, proferida dentro del expediente 16.837, fallo en el cual, despúes de un exhaustivo estudio sobre la legislación patria y el derecho comparado acerca de la función constitutiva del registro automotor se concluyó:
“Todo lo hasta ahora expuesto resulta de capital importancia para la resolución del asunto sub judice, pues en relación con el asunto tratado en este acápite pueden formularse las siguientes conclusiones: 

(i) Si bien es cierto que el contrato de compraventa de vehículos automotores es consensual, comoquiera que no requiere de formalidad alguna para su perfeccionamiento, no lo es menos que la eficacia del mismo tanto frente a las autoridades públicas en materia de tránsito terrestre automotor como frente a terceros, pende del cumplimiento de la formalidad o solemnidad de la inscripción del negocio jurídico en el correspondiente registro, procedimiento éste que se constituye, aún desde la normatividad expedida en 1970, en el modo a través del cual el título conduce a la transmisión de la propiedad en los negocios a los cuales no se aplica la legislación mercantil; una comprensión diferente, en virtud de la cual dicho registro tendría solamente propósitos de publicidad, no sólo contraviene el tenor literal de los preceptos que condicionan la eficacia del negocio a la realización del registro, sino también el espíritu mismo del sistema registral colombiano, construido a semejanza de los modelos alemán y austríaco —en los cuales el modo, el registro, resulta imprescindible para constituir o modificar el derecho real— y no del esquema consensual aplicado en Francia y en parte de la República italiana en esta materia; 

(ii) En la medida en que el anotado registro tiene naturaleza claramente constitutiva y no meramente declarativa, tanto en materia civil como en materia comercial, desde los años 1970 y 1971, respectivamente, la tradición de este tipo de bienes sólo se entiende surtida con la entrega material del automóvil y con la inscripción del título correspondiente en el Registro Nacional Automotor, y 

(iii) Como corolario de lo anterior, la propiedad o la realización de cualquier negocio jurídico que afecte un derecho real respecto de un vehículo automotor, solamente puede probarse con la acreditación tanto del título (contrato) como del modo (tradición tabular) del cual se deriva la calidad de propietario, usufructuario, acreedor pignoraticio, etcétera; las normas que expresamente establecen una tarifa legal de prueba en esta materia —artículos 43 y 44 del Decreto-ley 1250 de 1970— excluyen la posibilidad de que las anteriores circunstancias puedan acreditarse mediante la sola aportación de los títulos o instrumentos sujetos a inscripción, más allá de que el título o instrumento en cuestión sólo surtirá efectos respecto de terceros —desde 1970, se insiste— después de efectuada la referida inscripción.

La especial naturaleza de los bienes de los que aquí se trata —vehículos automotores— siempre fue tenida en cuenta por el Legislador nacional para expedir normas especiales que regularan el tráfico jurídico en la medida en que éste involucrara la disposición de dicha clase de bienes, especialidad sustancial y normativa que, en consecuencia, excluye la aplicabilidad, a los negocios civiles que versaren sobre automotores, de lo preceptuado por el artículo 754 del Código Civil en punto a la tradición de cosas corporales muebles pues, como ampliamente se explicó, el sistema de registro colombiano, tradicionalmente y desde sus orígenes, ha asimilado al tratamiento dispensado a la propiedad inmueble en punto de las exigencias registrales, a los vehículos a motor. Lo dicho encaja perfectamente, por lo demás, con lo preceptuado por los artículos 749 y 759 del Código Civil, disposiciones cuyo tenor literal es el siguiente:

“Artículo 749. Si la ley exige solemnidades especiales para la enajenación, no se transfiere el dominio sin ellas.

Artículo 759. Los títulos traslaticios de dominio que deben registrarse, no darán o transferirán la posesión efectiva del respectivo derecho mientras no se haya verificado el registro en los términos que se dispone en el Título Del Registro de Instrumentos Públicos”.”
Ahora bien, como en el caso sub judice, se trata de un vehiculo automotor registrado en país extranjero, para la Sala es preciso tener presente lo dispuesto por el articulo 1442 del C.Co, cuya literalidad reza:
ARTÍCULO 1442. PRUEBA DE LA PROPIEDAD DE NAVES MATRICULADAS O CONSTITUIDAS EN EL EXTERIOR. La propiedad de las naves matriculadas o construidas en país extranjero, se probará por los medios que establezca la legislación del correspondiente país; los documentos serán autenticados conforme a la ley colombiana.
Si bien es cierto la norma no se refiere especificamente a vehículos automotores, debe decirse que el citado postulado, simplemente recoge el principio general según el cual a los bienes muebles se les aplican las leyes del lugar al cual pertenecen, entendido éste como un verdadero respeto y defensa de la nacionalidad del bien extranjero, de donde nace su derecho a recibir el tratamiento legal que su Nación de origen le ofrece, lo que a la vez, conlleva el respeto por la soberanía de dicha Nación, relaciones que fueron previstas por la ciencia del Derecho Internacional Privado y sobre las cuales no se pretende un profundo análisis, pero que nos obligan a referirnos a la aplicación extraterritorial de la ley, en donde la doctrina ha identificado dos problemáticas, la primera de ellas, en lo que se refiere a la identificación de la ley aplicable, que para el caso queda resuelta en el contenido de la norma antes dicha, que exige la aplicación de la ley extranjera. 

Secundario a ello, es necesario establecer el  tratamiento procesal que del principio se haga, concretamente para establecer si se trata de una aplicación a instancia de parte o se establece un sistema de aplicación de oficio. Al respecto, como se dijo ab initio, el actor, que deriva su interés procesal del derecho de propiedad que ostenta sobre el vehículo automotor que fue retenido y posteriormente decomisado, tiene la carga probatoria que debe surtirse con plena observancia de los rigores legales contenidos en la norma trascrita, de manera que está obligado a acreditar dos elementos esenciales, el primero de ellos, la legislación venezolana vigente en materia de adquisición del derecho real de dominio sobre vehículos automotores y, el segundo, el cumplimiento pleno de dicha legislación. 

En relación con el primero de estos elementos, es decir con la necesidad de acreditar la legislación venezolana sobre la materia, nuestro procedimiento civil, aplicable al contencioso por remisión del artículo 267 del C.C.A, antes mencionado, en relación con el alcance territorial de las normas, en su Título XIII, Capítulo I, artículo 188
, ordenó que el texto de leyes extranjeras se adujera al proceso en copia auténtica, expedida por la autoridad competente del respectivo país o por el Cónsul de ese país en Colombia, cuya firma debe venir autenticada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, y, si se trata de una ley extranjera no escrita, se estableció la posibilidad de probarla mediante el testimonio de dos o más abogados del país de origen, en todo caso, con observancia de lo dispuesto en los artículos 259 y 260 ibidem. De manera que es en el cumplimiento de estos pedimentos procedimentales que se dota de validez territorial a la legislación extranjera
.    

Es de anotar, que los postulados legales antes referidos, si bien son de naturaleza procedimental, su fin único es la garantía y el desarrollo de los derechos consagrados en la ley sustancial y es mediante la sujeción a estas normas que se logra garantizar el debido proceso. 

En este sentido, la honorable Corte Constitucional, en ejercicio de su función guardadora de la supremacía de la Constitución, ha dicho que una cosa es la primacía del derecho sustancial, principio contenido en el artículo 228 de la Carta Magna, y otra, la prueba en el proceso de los hechos y actos jurídicos que conllevan el nacimiento, modificación o extinción de los derechos reconocidos en la ley sustancial, de manera que concibió en los rigores procedimentales los mecanismos necesarios para alcanzar el desarrollo de los derechos sustanciales, por cuanto cumplen la finalidad de rodear de garantías de certeza la demostración de los hechos.  

“En las actuaciones de la administración de justicia, es decir, de los jueces, "prevalecerá el derecho sustancial". Lo cual significa esto, y solamente esto: que el proceso es un medio y que, por lo mismo, las normas procesales deben aplicarse con un fin, fin consistente en la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial. La exigencia del numeral 2 del artículo 254 es razonable, y no vulnera el artículo 83 de la Constitución, como tampoco el 228.  En este caso, la autenticación de la copia para reconocerle "el mismo valor probatorio del original" es un precepto que rige para todas las partes en el proceso, y que no tiene otra finalidad que rodear de garantías de certeza la demostración de los hechos, fundamento del reconocimiento de los derechos. Ninguna de las dos normas acusadas quebranta el artículo 228 de la Constitución. Una cosa es la primacía del derecho sustancial, y otra, la prueba en el proceso de los hechos y actos jurídicos que causan el nacimiento, la modificación o la extinción de los derechos subjetivos, vale decir, de los derechos reconocidos por la ley sustancial.  Pretender que el artículo 228 de la Constitución torna inexequibles las normas relativas a la prueba, o la exigencia misma de ésta, es desconocer la finalidad de las pruebas y del proceso en sí”
.
Lo anterior, aunado al hecho de que se trata de leyes o instituciones del Derecho extranjero que el juez desconoce, y que el demandante, quien bajo lo que Federico Carlos de Savigny denominó “el principio de la sumisión voluntaria”
, se presume que conoce en la medida en que se sometió a dicho Derecho cuando matriculó su vehículo en la nación de Venezuela, razón de más para considerar que en el caso de autos corresponde a la parte actora probar la existencia y vigencia de dichas leyes, no obstante las facultades oficiosas del juez que no fueron establecidas para invadir la esfera de los intervinientes en el proceso sino para velar por la justicia y la superposición de los derechos al debido proceso, legalidad e igualdad procesales que a su vez se desarrollan mediante la salvaguarda de la publicidad y contradicción de la prueba y garantía de defensa, sin que pueda perderse de vista que nos encontramos en un sistema judicial esencialmente rogado y en cuyo ejercicio se requiere la intervención de un profesional del Derecho. 

Al respecto, debe aclararse que si bien Colombia de conformidad con la Ley 68 de 1920 se adhirió al tratado de Montevideo de 1889, sobre Derecho procesal, y mediante la Ley 40 de 1933 a los de Derecho comercial y civil, en cuanto a la oficiosidad del juez sobre la prueba de leyes extranjeras, contenida en el protocolo adicional al Tratado de Montevideo de 1940, que en su artículo 2º dispuso “su aplicación será hecha de oficio por el juez de la causa, sin perjuicio de que las partes puedan alegar y probar la existencia y contenido de la ley invocada” y en el Código Bustamante de 1928, que en su artículo 408 dispuso “los jueces y tribunales de cada Estado contratante aplicaran de oficio, cuando proceda, las leyes de los demás, sin perjuicio de los medios probatorios a que este capítulo refiere”, estos instrumentos no han sido ratificados por Colombia y en consecuencia no son vinculantes para nuestro Derecho interno.  

En este sentido, la Sala de Consulta y Servicio Civil de la Corporación, ha sostenido: 

“La jurisprudencia constitucional colombiana califica los tratados como actos complejos, no sólo porque  están sometidos a disposiciones internacionales y constitucionales, sino porque en su desarrollo, que se cumple en diversas etapas, como la negociación, firma, aprobación y ratificación o  adhesión, intervienen diferentes órganos del Estado. Para el tratadista Enrique Gaviria Liévano, el sistema de la concertación y entrada en vigencia de los tratados internacionales está sujeto al régimen interno de cada Estado, y en Colombia, comprende los siguientes momentos: “1) negociación, 2) firma, 3) aprobación, 4) ratificación, y 5) promulgación del tratado respectivo en el Diario Oficial”. En efecto, el procedimiento  para la elaboración de los tratados constituye un acto complejo en el que participan las tres Ramas del Poder Público en el siguiente orden: la celebración, que corresponde al Presidente de la República en ejercicio de la competencia constitucional de dirigir las relaciones internacionales; la aprobación o improbación de los tratados que el gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional, que compete al Congreso de la República; una vez sancionada la ley aprobatoria del tratado, dentro de los seis días siguientes, la Corte Constitucional decide definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno puede efectuar el canje de notas, en caso contrario no son ratificados o adheridos. Es claro que la declaratoria de exequibilidad del tratado y de la ley aprobatoria, es requisito sine qua non para que el Presidente pueda ratificarlo, al punto que la declaratoria de inconstitucionalidad impide que pueda realizar el canje de notas; 

(...) 

El concepto de ratificación en el Derecho Internacional, tiene un alcance técnico, como es el de significar la manifestación del consentimiento del Estado de obligarse por un tratado, que se realiza mediante el canje o adhesión al acuerdo, por acto facultativo del Presidente de la República, como director de las relaciones internacionales; la ley 32 de 1985, define el concepto de “ratificación”. Según el tratadista Luis Fernando Álvarez Londoño, el efecto jurídico de la ratificación consiste en el “compromiso del Estado de llegar a ser parte en el tratado. Es decir, la norma fundamental para que un tratado entre en vigor, está dada por la forma y en la fecha que el mismo tratado disponga o los Estados negociadores lo determinen”.  A su vez, el artículo 24 de la ley 32 de 1985, se refiere a la entrada en vigor de los tratados estableciendo dos reglas generales, en primer lugar, la forma en la que el mismo tratado establezca o acuerden los Estados negociadores y, a falta de ellos, cuando se obtenga el consentimiento de todos los estados negociadores en obligarse por el tratado. El profesor Marco Gerardo Monroy Cabra, señala que “Un tratado entra en vigor en la forma y fecha que en él se disponga o que acuerden los Estados negociadores. A falta de disposición concreta del tratado o de otro acuerdo, el tratado entrará en vigor tan pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores en obligarse por el tratado. Es una presunción justificada por la práctica internacional...”. Para la doctrina internacional, “La entrada en vigor constituye la fase final del proceso de celebración de los tratados, tras producirse  en el ámbito internacional la constancia del consentimiento de los Estados negociadores en obligarse por un tratado. A partir de entonces el Estado comienza a obligarse por un tratado. Es el momento en el cual el tratado comienza a obligar a las partes, a producir efectos jurídicos entre ellas, debiendo ser cumplido de buena fe”. Es decir, el Estado Colombiano sólo puede legítimamente obligarse a nivel internacional, una vez cumplido el trámite de ratificación, que compete privativamente al Presidente de la República, como Jefe de Estado y director de las relaciones internacionales,  quien en ejercicio de sus atribuciones, define el momento en que el tratado debe surtir efectos y obligar a Colombia” (subrayado fuera del texto). 

Hechas las anteriores precisiones, La Sala encuentra el demandante no acreditó la normatividad bajo la cual se adquirió el dominio del bien ni su vigencia, aspecto éste que impide determinar si el demandante ostenta la titularidad del dominio del bien mueble que fue objeto del decomiso
. 

Conforme al contexto normativo y jurisprudencial que se acaba de exponer, resulta evidente que en el caso sub judice, la parte actora no acreditó el dominio que dijo tener sobre el vehículo retenido y posteriormente decomisado. En efecto, como la calidad que el señor ALVARO DE JESÚS CORDOBA  invocó en la demanda al pretender la indemnización de perjuicios, fue la de propietario; es forzoso concluir que no acreditó la calidad invocada, lo que se traduce en la ocurrencia del fenómeno de falta de legitimación en la causa material, por activa; en consecuencia se negarán las pretensiones de la demanda. Por todo lo anterior, y en virtud de los argumentos con los que se decide el recurso de apelación interpuesto por el demandante, la Sala revocará la sentencia de primera instancia que se inhibió de fallar el fondo del asunto por escogencia indebida de la acción. 
8. Costas

Finalmente, no habrá lugar a condenar en costas porque para el momento en que se dicta este fallo la ley 446 de 1998 indica, en el artículo 55, que sólo hay lugar a su imposición cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente, y en este proceso no existe prueba que señale temeridad para alguna de ellas.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sub-sección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y  por autoridad de la Ley,
RESUELVE
REVÓCASE la sentencia del 30 de octubre de 2003 proferida por la el Tribunal Contencioso Administrativo de la Guajira, mediante la cual se declaró la ineptitud  sustancial de la demanda por escogencia indebida de la acción y se inhibió para fallar de fondo. En su lugar se dispone:
PRIMERO: DECLÁRASE DE OFICIO  la excepción de falta de legitimación por activa, con base en las consideraciones hechas en el parte motiva de este fallo. 
SEGUNDO: Como consecuencia de la declaracion anterior, NIÉGANSE todas las pretensiones de la demanda. 
TERCERO: Sin Condena en Costas.

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE

ENRIQUE GIL BOTERO

                    
OLGA VALLE DE DE LA HOZ


Consejero





     Consejera
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA






Presidente
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